Causa Nº 3905 CCALP


CAUSA Nº 3905 CCALP " B., O. R. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA O ANTICIPADA"
En la ciudad de La Plata a los  cinco  días del mes de diciembre del año dos mil seis, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los señores jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis -hallándose la Dra. Claudia Angélica Matilde Milanta en uso de licencia-, para entender en la causa “B. O. R. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA O ANTICIPADA”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 3 del Departamento Judicial La Plata (expte. nº 3599), previa deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata,   5    de diciembre de 2006

VISTO: 

El recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 116/122) y

CONSIDERANDO:

1. Que el accionante promueve demanda (fs. 36/49) solicitando el dictado de una medida cautelar anticipada contra la Provincia de Buenos Aires, a fin de que se deje sin efecto la resolución emitida por el Subsecretario de Ingresos Públicos de la Dirección Provincial de Rentas del Ministerio de Economía (fs. 5/8), mediante la cual se lo intimó a que en el plazo de cinco días, presente las declaraciones juradas y abone el Impuesto a los Ingresos Brutos correspondiente a los años 2004 y 2005, en base al cálculo de la deuda sobre base presunta, en una cantidad no inferior a sus dos tercios, bajo apercibimiento de promover a las 72 horas de su vencimiento juicio de apremio por el total de la deuda estimada en la suma de $26.627,60.

Solicita también se disponga que la demandada se abstenga de llevar adelante actuaciones de cualquier naturaleza tendientes a modificar el estado de cosas en que se encontraba antes del dictado de la resolución aludida, supeditando su obrar a las resultas del juicio. Y, en particular, que se abstenga de promover acciones administrativas y/o judiciales tendientes a reclamar el cobro de las sumas cuestionadas.

Asimismo, peticiona el dictado de una medida precautelar, con vigencia durante la sustanciación de las presentes actuaciones. Aclara que oportunamente promoverá el juicio principal, de pretensión anulatoria de la mencionada resolución, dentro del plazo previsto en el artículo 23 inciso 2º apartado a) del CCA (ley 12.008 -texto según 13.101-), con más el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de dicha ilegitimidad.

Reconoce expresamente que por diversas circunstancias económicas y personales, omitió el ingreso de las correspondientes declaraciones juradas y el pago del impuesto en cuestión por los periodos 1 a 6 de los años 2004 y 2005. Relata que frente a dicha situación, el Subsecretario de Ingresos Públicos, emitió la resolución identificada como Intimación Liquidación Express Nº 635.536 en el marco de las reformas introducidas al Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires por la Ley 13.405.

Explica que se le otorgó un plazo de cinco días, para cumplir con la intimación, bajo apercibimiento de iniciar el cobro compulsivo por la vía  del juicio de apremio dentro de las 72 horas siguientes.

Alegando la inconstitucionalidad que encierra tal proceder, el demandante señala que ingresó las declaraciones juradas pendientes y abonó los conceptos adeudados, ...aunque fijando como base imponible los montos reales, derivados del desarrollo de la profesión de abogado, que por supuesto difieren sustancialmente con los exigidos por la autoridad de recaudación tributaria.

Así, se abonaron las cantidades de $ 4.126,86 y $ 1.414,74 en concepto de Impuesto a los Ingresos Brutos por los años 2004 (incluye seis bimestres) y 2005, respectivamente.

Pide la suspensión de los efectos de la resolución en crisis considerando que es un acto de aplicación, derivado y con fundamento jurídico, en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal -texto según ley 13.405- y arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Nº 12/06, normas que considera manifiestamente inconstitucionales. 

2. Que, ponderando los argumentos contenidos en el informe producido por la contraparte a requerimiento del juez de grado (fs. 51 y 52/80), éste resolvió desestimar las medidas cautelares peticionadas (ver resolución de fs. 86/94).

En particular consideró que la cuantificación del tributo impago que se reclama al actor no exhibe una desmesura tal que justifique se la califique sin más de confiscatoria ni de arbitrariamente desproporcionada; que, si el importe ejecutado excediera a su verdadera obligación, puede iniciar demanda de repetición conforme lo establecido en los arts. 50 in fine y 122 y sgtes. del Código Fiscal (t.o. 2004); y que, el accionar de la demandada ha sido consecuencia directa del comportamiento impositivo del actor, que exhibe reticencias e incumplimientos, y que motiva que el tratamiento fiscal que cuestiona -en tanto lo excluye del ámbito (de aplicación) del art. 102 del Código Fiscal-, no sea el mismo que se proporciona a los contribuyentes cumplidores.

3. Que, el recurso interpuesto reúne los recaudos de admisibilidad formal, motivo por el cual corresponde resolver sobre sus fundamentos (arts. 55 inc. 2º ap. “b”, 56, 58 inc. 2º y 59 inc. 3º, C.P.C.A.).

4. Que, de la presentación impugnativa de la resolución atacada se desprende claramente que la cuestión traída a conocimiento de la justicia  no se refería a la cantidad  de dinero a abonar  sino a la forma de determinación  de la misma. Y, en ese punto, cabe reconocer razón al apelante y tratar dicho agravio en esta instancia, el que concretamente consiste, por un lado, en la oposición al mecanismo utilizado para establecer lo que se debe dejando de lado el procedimiento de determinación tributaria previsto en el art. 102 del Código Fiscal sin una razón jurídica objetiva valedera y, por el otro, en la alegación de la violación de la garantía de defensa en juicio y con ello el quebrantamiento del debido proceso y procedimiento administrativo, cuya tutela expresa contienen la Constitución Nacional (art. 18) y Provincial (art. 15).

El análisis del mecanismo de determinación de obligaciones tributarias establecido en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal -texto según ley 13.405- y reglamentado por los arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06, utilizado por la Subsecretaría de Ingresos Públicos del Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires para dictar un acto administrativo como el que se cuestiona en autos, denota que el mismo no contempla la intervención previa del interesado contribuyente, privándolo de ser oído, de ofrecer y de producir la prueba correspondiente y, en su caso, de desvirtuar las imputaciones que se le efectúen.

Dicha circunstancia, por sí sola, es suficiente y obliga a reconocer que el procedimiento en crisis -conocido como de Liquidación Express- vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio.

Ello es así, en tanto es susceptible de generar, en relación a la parte interesada, un estado de indefensión de tal envergadura, que sólo le quedaría la posibilidad de pagar y más tarde discutir si eventualmente pudo o no tener razón, omitiendo el efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa (arts. 18, Constitución Nacional y 15, Constitución Provincial).

En efecto, ese estado de indefensión inicial generado a partir de la calificación que se efectúa al señalarse que el presente no está incluido en el art. 102 del Código Fiscal, automáticamente acarrea como consecuencia inmediata, la injustificada exclusión de la resolución atacada, de los supuestos susceptibles de ser impugnados a través de los recursos de reconsideración y de apelación previstos en los arts. 104 y sgtes. del Código Fiscal, herramientas éstas que, para el caso suscitado, constituyen la salvaguarda del debido proceso adjetivo en sede administrativa.

Tal modo de proceder de la administración implica someter al contribuyente a una situación de perjuicio irreparable pues, la afectación a su derecho de defensa, carece de toda posibilidad de saneamiento ulterior. Se configura así el agravio al que alude la ley adjetiva (art. 22 inc. inc. 1º ap. “b”, C.P.C.A.).

5. Lo hasta aquí expuesto conduce a este Tribunal a entender que, en el caso, la autoridad de recaudación provincial deberá proceder a la apertura del procedimiento de determinación en los términos del art. 102 y sgtes., del Código Fiscal, a cuyo efecto se impone suspender la ejecución del acto cuestionado a las resultas de ese procedimiento.

Por las razones dadas, corresponde hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, revocar el pronunciamiento impugnado y suspender la ejecución del acto administrativo atacado hasta tanto se sustancie el trámite previsto en el art. 102 y sgtes. del Código Fiscal, computándose el plazo de interposición previsto en el art. 104 de dicho cuerpo legal, en su caso, a partir de la notificación de la presente resolución a la parte interesada (arts. 22, 23, 25, 55 inc. 2º ap. “b”, 56, 58 inc. 2º, 59 inc. 3º y 77 y concs., C.P.C.A.; 230, C.P.C.C.).

Por consiguiente, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata

RESUELVE:

Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, revocar el pronunciamiento impugnado en cuanto ha sido materia de agravio y suspender la ejecución del acto administrativo atacado a las resultas del trámite previsto en el art. 102 y sgtes. del Código Fiscal, computándose el plazo de interposición previsto en el art. 104 de dicho cuerpo legal, en su caso, a partir de la notificación de la presente resolución a la parte interesada (arts. 22, 23, 25, 55 inc. 2º ap. “b”, 56, 58 inc. 2º, 59 inc. 3º y 77 y concs., C.P.C.A.; 230, C.P.C.C.).

Costas por su orden (art. 51, C.P.C.A.).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Gustavo Daniel Spacarotel 


Juez



Gustavo Juan De Santis



Juez


Dra. Griselda S. Picone


Secretaria
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